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	APELACIÓN 10/2021/SS
(DICTADO EN CUMPLIMIENTO AL AMPARO DIRECTO 472/2021)

	JUICIO CONTENCIOSO 438/2020/2

	RECURRENTE: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: TESORERO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticinco de febrero de dos mil veintidós. 

V I S T O para resolver los autos del Toca 10/2021/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintidós de febrero del dos mil veintiuno por la parte moral actora **********por conducto de su representante legal **********, en contra de la sentencia de veintiséis de noviembre del dos mil veinte pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, al resolver el juicio contencioso administrativo 438/2020/2, promovido en contra del Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, ello en cumplimiento a la ejecutoria pronunciada el veintisiete de enero de dos mil veintidós en el amparo directo administrativo 472/2021 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito.

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los resolutivos siguientes:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal de lo Contencioso  Administrativo del Estado  resultó competente para  resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del acto impugnado consistente en la resolución determinante del crédito fiscal número ********** de 08 de enero de 2020, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. 
TERCERO.- Notifíquese, personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada con copia autorizada de esta resolución” (sic)
II.- Inconforme con la referida determinación, la parte moral actora **********por conducto de su representante legal **********, interpuso recurso de apelación por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal el veintidós de febrero de dos mil veintiuno, el cual mediante proveído de veinticuatro siguiente
, el entonces Magistrado de la Segunda Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, ordenó remitir a esta Sala Superior las constancias que integran el expediente 438/2020-2, con anexos.
III.- Por acuerdo de dos de marzo de dos mil veintiuno
, se radicó la apelación con el número 10/2021/SS y se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta, a la autoridad demandada Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de dos de junio de dos mil veintiuno
 se certificó que la autoridad demandada Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, no desahogó la vista en el término de tres días hábiles concedido en el acuerdo de dos de marzo anterior, respecto al recurso de apelación planteado por la parte actora y con fundamento en lo dispuesto por el ultimo párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
V.- El diez de junio de dos mil veintiuno, esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa emitió resolución en el Toca en que se actúa, bajo los siguientes puntos resolutivos:
“PRIMERO. Resultó improcedente el recurso de apelación intentado, y en consecuencia, queda firma la sentencia recurrida, por los motivos expuestos en el último considerando de la presente resolución; 
SEGUNDO.- Notifíquese y con testimonio de esta resolución remítanse los autos a la Sala de su origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.
TERCERO.- con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la auxiliar jurisdiccional licenciada  Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.”
VI. Contra dicha determinación, el dieciséis de julio de dos mil veintiuno, la parte moral actora en el juicio natural, promovió juicio de amparo directo, del cual correspondió conocer al Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, quien lo admitió a trámite bajo el número 472/2021 y en sesión del veintisiete de enero de dos mil veintidós, resolvió amparar a la parte quejosa para los efectos siguientes
:

“Deje insubsistente la sentencia reclamada y dicte otra en la que se abstenga de considerar improcedente el recurso de apelación por el solo hecho de no existir una resolución que resuelva el fondo de la cuestión planteada y; proceda a resolver lo conducente.”
VII.- En sesión de trece de diciembre de dos mil veintiuno, el Pleno de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa adscribió al Magistrado Claudio Alberto Alvarado Barragán para integrar la Sala Superior e iniciar sus funciones en ese mismo día.

VIII.- Por acuerdo de veintidós de febrero de dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio que remitió la Secretaria de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, mediante el cual adjuntó la ejecutoria que se cumplimenta dictada en el juicio de amparo directo en materia administrativa número 472/2021, asimismo devolvió los autos originales del expediente en que se actúa y formula requerimiento de tres días a fin de que se dé cumplimiento al fallo protector. En consecuencia, en ese mismo proveído se dejó insubsistente la sentencia emitida por esta Sala Superior el diez de junio de dos mil veintiuno, se solicitó la ampliación dicho término por el lapso de diez días, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 192, último párrafo de la Ley de Amparo; asimismo ordenó se dictara una nueva resolución en cumplimiento a la ejecutoria de amparo.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. A la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II y 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, es necesario insertar el texto de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado.
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.
Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
De la interpretación de los citados preceptos legales, se concluye que la Litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por las Salas Unitarias, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.
Esto es, la apelación, que es un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre una resolución definitiva dictada por una Sala Unitaria, tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales combata las consideraciones que sustentan la resolución apelada, para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende, y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable
, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia.
En el caso de que sea el particular el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; en el entendido de que cuando la autoridad demandada figure como recurrente, deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja fue prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de ésta parte procesal. 
Tiene apoyo lo anterior por analogía, en la tesis emitida por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito, del rubro y texto:

“HECHOS NOTORIOS EN EL RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO POR LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SECCIONES DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MÉXICO PUEDEN INVOCARLOS AL RESOLVER, SIEMPRE QUE LOS AGRAVIOS EXPUESTOS SEAN OPERANTES, AL REGIR EN ESE CASO EL PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO. De los artículos 273, fracción VI, 286, primer párrafo y 288, fracción V, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México se obtiene que el creador de la norma estableció que en el supuesto de que la autoridad demandada figure como recurrente, ésta se encuentra vinculada a externar los agravios que, en su concepto, le genere el veredicto de primera instancia, al regir, en esa hipótesis, el principio de estricto derecho, el cual implica la imposibilidad del tribunal de alzada, ante la deficiencia o ausencia de los motivos de disenso formulados, de escudriñar la regularidad del fallo primigenio y, por ende, la prohibición de abordar cualquier cuestión probatoria; ello, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja fue prevista por el legislador de la citada entidad, exclusivamente en favor del gobernado. Asimismo, del numeral 36 del referido ordenamiento se colige que la invocación de hechos notorios constituye una excepción probatoria que permite a los órganos jurisdiccionales del tribunal en comento fundar sus determinaciones en dichos sucesos, sin necesidad de que las partes los aleguen o acrediten durante la secuela procesal; empero, aquella excepción tiene sus límites en los diversos principios que rigen tanto al acto administrativo, como al juicio de nulidad. En ese sentido, si bien las Secciones de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, tratándose del recurso de revisión, están en condiciones de invocar hechos notorios para sustentar sus resoluciones, pese a no haber sido comprobados o alegados por los contendientes del enjuiciamiento de referencia, ese escenario está supeditado a que los agravios esgrimidos por la autoridad disconforme sean operantes, pues sólo superados los requisitos mínimos de impugnación, el tribunal de segunda instancia podrá apreciar la legalidad de la decisión refutada y, en su caso, aplicar la excepción probatoria indicada al dilucidar el fondo de la problemática imperante, ya que, en caso contrario, se llegaría al extremo de inobservar el postulado de estricto derecho que atañe al citado recurso interpuesto por la entidad demandada. De ahí que la invocación de los eventos con la calidad mencionada, al estar condicionada a los motivos de disenso formulados por la autoridad inconforme, no tiene el alcance de permitir al órgano decisor de segundo grado que elabore argumentos propios con base en esos eventos, a fin de diluir la plataforma argumentativa de la resolución materia de revisión, en la medida en que ese panorama implicaría que, de hecho, se supla la deficiencia de los agravios en beneficio de la autoridad demandada. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA REGIÓN.”

TERCERO.- Legitimación
. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de **********, en su carácter de representante legal de la parte moral actora **********personalidad que le fue reconocida en el auto de admisión de demanda de treinta de julio de dos mil veintiuno
, en términos del artículo 219 párrafo segundo del Código de la materia
, al exhibir la copia certificada del instrumento notarial número veintiséis mil seiscientos veintinueve, volumen mil doscientos ochenta y dos, protocolizado ante la fe del Notario Público número veintisiete, con ejercicio en el Primer Distrito Judicial en el Estado.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte moral actora y recurrente el catorce de enero de dos mil veintiuno (según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 116 del expediente de origen), por lo que en términos del artículo 40 primer párrafo del mismo código procesal
 dicha notificación surtió efectos el quince del mismo mes y año, de manera que el plazo de interposición transcurrió del dieciocho de enero al tres de marzo dos mil veintiuno; en ese lapso no se deben contar el dieciséis, diecisiete, veintitrés, veinticuatro de enero, veinte, veintiuno, veintisiete y veintiocho de febrero del dos mil veintiuno, debido a que fueron inhábiles por ser sábados y domingos, así como del veintisiete de enero de dos mil veintiuno al diecinueve de febrero de dos mil veintiuno, por encontrarse suspendidas las actividades Jurisdiccionales de este Tribunal con motivo de la contingencia sanitaria de COVID-19, esto de conformidad con los acuerdos de Pleno de fechas veintiséis de enero, cuatro y doce de febrero de dos mil veintiuno, publicados en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí; por lo que si el recurso de apelación se presentó el veintidós de febrero de dos mil veintiuno, se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido
, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, el recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la Litis rebasa el que establece la fracción I del citado artículo 152; lo anterior es así, toda vez que el acto impugnado en el juicio contencioso lo constituye la determinación del crédito fiscal número ********** de cuatro de febrero de dos mil veinte, por la cantidad total de $262,072.89 (Doscientos sesenta y dos mil setenta y dos pesos 89/100 M.N.), por concepto de Impuesto Predial más accesorios correspondientes a los ejercicios fiscales 2018 y 2019, de modo que el asunto excede a la cantidad de mil quinientas UMA (Unidad de Medida de Actualización) al momento de la emisión de la sentencia recurrida, ya que si el valor de la UMA al veintiséis de noviembre de dos mil veinte era de $86.88(Ochenta y seis pesos 88/100 M.N.)
, el cual elevado mil quinientas veces resulta en $130,320.00 (Ciento treinta mil trescientos veinte pesos 00/100 M.N.), por lo tanto el monto de la apelación encuadra en el supuesto de procedencia indicado.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO.- Ejecutoria de amparo. La ejecutoria de amparo se hace consistir en los siguientes términos:

“(…)

QUINTO. Estudio. Uno de los conceptos de violación hechos valer es fundado y suficiente para conceder el amparo solicitado.

De inicio se estima necesario relatar los antecedentes del acto reclamado para mejor comprensión del asunto, los cuales se desprenden del juicio de origen:

1.Mediante escrito presentado el diecisiete de julio de dos mil veinte ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con residencia en esta ciudad, ********** Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su apoderado legal, demandó la nulidad de:

· La determinación del crédito fiscal número ********** de fecha cuatro de febrero de dos mil veinte mismo que le fue notificado el pasado veinticuatro de febrero del mismo año, por la cantidad total de $262,072.89 (doscientos sesenta y dos mil setenta y dos pesos 89/100 moneda nacional), por concepto de Impuesto predial más accesorios correspondientes a los ejercicios fiscales dos mil dieciocho y dos mi diecinueve; ellos como acto concreto de aplicación de los decretos 0835 de treinta de diciembre de dos mil diecinueve y 020, publicado el veintisiete de diciembre de dos mil dieciocho, por los que se fijan los valores de suelo urbano y rústico, así como de construcción para el ayuntamiento de San Luis Potosí, para los ejercicios dos mil dieciocho y dos mil diecinueve respectivamente (fojas 2 a 17 del expediente de origen).

2. Por auto de treinta de julio de dos mil veinte se desechó la demanda respecto de los actos impugnados consistentes en los decretos citados y se admitió a trámite la demanda únicamente respecto de la determinación del crédito fiscal; se ordenó emplazar a juicio a la autoridad demandada Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí (fojas 44 a la 49 ídem).
3. Seguido el procedimiento por sus trámites, mediante sentencia de treinta de noviembre de dos mil veinte, se determinó:

- Que los conceptos de impugnación resultaban inoperantes e infundados en un aspecto pero fundados en otro, ya que el acto impugnado carecía de los elementos de debida fundamentación y motivación, por lo que se ubicaba en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, por lo que se determinó su nulidad para el efecto de que la demandada volviera a expedir la determinación del crédito fiscal en la que reitera su contenido, con la salvedad de que en dicho crédito fiscal se dé a conocer la forma en que se llevó a cabo la determinación del valor catastral, con independencia de los accesorios que hubiera lugar, es decir, se cite el fundamento legal de las tablas de valores unitarios que son utilizados para determinar el valor catastral del inmueble, especificar el valor utilizado para cada ejercicio determinado, la extensión territorial del inmueble, y el valor por metro cuadrado, todo ello para poder establecer el valor catastral del inmueble, ya que al tratarse de un acto de liquidación, la autoridad demandada debe precisar con claridad tal circunstancia.
4. Inconforme con tal determinación la parte actora interpuso recurso de apelación se admitió por el Titular de la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, registrándose bajo el número de toca 10/2021/SS en el que, mediante ejecutoria de diez de junio de dos mil veintiuno, se resolvió que resultó improcedente el recurso de apelación intentado y que, en consecuencia, quedaba firma la sentencia recurrida (fojas 18 a la 27 del toca de origen).
Resolución que constituye el acto reclamado en el presente juicio de garantías.

En su primer concepto de impugnación la quejosa aduce que se violan los artículos 1°, 16 y 17 constitucionales, ya que la resolución emitida dentro del recurso de apelación es ilegal u contraria a derecho al establecer que era improcedente ese recurso; refiere que el artículo 152 del Código Procesal Administrativo establece un medio ordinario de defensa obligatorio previo a la instancia del amparo directo, en atención a la cuantía del juicio.
Por tanto desde la sola disposición que hace obligatorio dicho medio de defensa por razón de cuantía es más que obvio, dice, que el recurso era procedente y, no obstante, el magistrado responsable violenta en forma directa el principio pro persona al hacer comparativa entre un medio de defensa para la autoridad en un juicio contencioso administrativo federal, y el medio de defensa de que se trata, el cual resultaba obligatorio para las partes, establecido de forma categórica por la norma que regula el procedimiento ante el Tribunal Estatal.
Que con dicho actuar se priva a la quejosa de la oportunidad de revocar el fallo definitivo atendiendo a una comparación que, en primer lugar, no se encuentra establecida en la ley de la materia y, en segundo lugar, se emite con base en criterios jurisprudenciales que no son aplicables al caso concreto, pues resuelven la hipótesis de un recurso de revisión para autoridades y no para particulares.

El citado concepto de violación es fundado y suficiente para conceder el amparo solicitado.

En la resolución reclamada la autoridad responsable determinó que el recurso de apelación resultaba improcedente puesto que la Sala Unitaria del conocimiento no concedió la petición planteada en el juicio por la parte actora, esto es, que se anulara en forma total la determinación del crédito fiscal impugnado y que, por tanto, si la nulidad decretada derivó de omisiones subsanables y no por cuestiones del fondo del asunto, entendiéndose por tal cuando en la resolución se analice en forma definitiva la relación jurídica-material o sustancial del acto administrativo reclamado en el juicio de origen, no procedía el citado recurso.

Determinación que sustentó en las tesis de rubros:

“RECURSO DE REVISIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES IMPROCEDENTE EN AQUELLOS CASOS EN QUE EL VICIO QUE ORIGINÓ LA NULIDAD DEL ACTO IMPUGNADO DEBE SER SUBSANADO POR LA AUTORIDAD DEMANDADA COMO CONDICIÓN PARA EMITIR UN PRONUNCIAMIENTO DE FONDO” y “REVISIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA. EL RECURSO ES IMPROCEDENTE EN CONTRA DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN APELACIÓN POR EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL (ACTUALMENTE CIUDAD DE MÉXICO) QUE NO SEAN DEFINITIVAS, POR NO RESOLVER EL JUICIO EN LO PRINCIPAL O NO DARLO POR CONCLUIDO.”; indicando que resultaban aplicables también al recurso de apelación, ya que tanto la revisión contenciosa administrativa y la revisión fiscal, resultaban medios de impugnación extraordinarios previstos en la fracción III del artículo 104 constitucional.
Que además, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 136/2011, reiteró que el recurso de revisión fiscal, el que estima es similar en su esquema procesal a la apelación de que se trata, es improcedente en los supuestos en que se advirtiera-como en el caso- la inexistencia de un deber o imperativo para la autoridad en cuanto al obsequio de una prestación por la carencia de fundamentación y motivación del acto impugnado, pues consideró que en ese tipo de sentencias no se emite pronunciamiento alguno que implique la declaración constitutiva o restrictiva de un derecho ni la exigibilidad de una obligación.
Consideración que se estima incorrecta pues, como bien señala la parte quejosa, la autoridad responsable realiza una comparación inexacta entre un recurso previsto únicamente para las autoridades de una lado, y de otro, el medio de defensa obligatorio para las partes, lo cual violenta en forma directa el principio pro-persona de la quejosa pues dicha comparación no se encuentra establecida en la ley de la materia.

Al respecto, se trae a colación el contenido de los artículos 152 y 156, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

…

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. (…)”

“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. (…)”

De los numerales reproducidos se obtiene que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias podrán ser revocadas, modificadas o confirmadas a través del recurso de apelación, siendo apelables por cualquiera de las partes, entre otros supuestos, cuando el acto impugnado sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia, o cuando –como en el caso- se trate de una resolución dictada por la Secretaria de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera, entre otras cuestiones, a la determinación del alcance de elementos esenciales de las contribuciones.
Sin que de la lectura de los citados numerales se advierta limitación alguna como la señalada por la responsable en el sentido de que, si en la sentencia no existió pronunciamiento de fondo, es improcedente el recurso de apelación.

Así las cosas, el juicio del que deriva el acto reclamado se trata de un negocio en el que la parte actora demandó la nulidad de una resolución emitida por el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, la cual consiste en la determinación del crédito fiscal número ********** de cuatro de febrero de dos mil, por la cantidad total de $262,072.89 (doscientos sesenta y dos mil setenta y dos pesos 89/100 moneda nacional), precisamente al considerar que no se encuentra debidamente determinado el alcance de los elementos esenciales del impuesto predial que se le determinó.
Por tanto, si en la sentencia dictada en dicho juicio incluso se determinó que procedía declarar la nulidad para efectos del acto impugnado en virtud de que al encontrase insuficientemente fundado y motivado uno de los elementos esenciales del tributo (base gravable), era concluyente que la determinación crediticia efectuada por la autoridad demandada se tornaba ilegal; entonces el asunto se refiere a la determinación del alcance de los elementos esenciales de la citada contribución, la cual resultó insuficiente.

En efecto, como correctamente se estableció en la resolución reclamada, la base gravable de una contribución es parte de los elementos esenciales de ésta.

Lo anterior encuentra apoyo en la jurisprudencia 2a./J. 133/2002 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 238 del Tomo XVI del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, diciembre de 2002, con número de registro digital: 185419, que dice:

“CONTRIBUCIONES. LAS DISPOSICIONES REFERENTES A SUS ELEMENTOS ESENCIALES, AUNQUE SON DE APLICACIÓN ESTRICTA, ADMITEN DIVERSOS MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN PARA DESENTRAÑAR SU SENTIDO. El hecho de que el legislador haya establecido que las disposiciones fiscales que prevén elementos esenciales, como son sujeto, objeto, base, tasa o tarifa de una contribución y las excepciones a ésta, son de aplicación estricta, no significa que el intérprete no pueda acudir a los diversos métodos que permiten conocer la verdadera intención del creador de aquellas disposiciones, cuando de su análisis literal en virtud de las palabras utilizadas, sean técnicas o de uso común, se genere incertidumbre sobre su significado, ya que el efecto de lo ordenado por el legislador es obligar a aquél a que realice la aplicación estricta de la respectiva hipótesis jurídica única y exclusivamente a las situaciones de hecho que coincidan con lo previsto en ella, una vez desentrañado su alcance.”
En esa medida, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 152, fracciones I y III, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la sentencia definitiva dictada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultaba procedente el recurso de apelación, pues en el caso se trata de una resolución definitiva emitida por una Sala Unitaria y dado que el acto que se pretendía nulificar fue dictado por el Tesorero del Ayuntamiento Constitucional del Municipio de San Luis Potosí, en el que se determinó una cantidad liquida de $262,072.89 (doscientos sesenta y dos mil setenta y dos pesos 89/100 moneda nacional), la cual excede además de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento del dictado de la sentencia -$86.88 (ochenta y seis pesos 88/100 moneda nacional)- pues al multiplicar esa cantidad por mil quinientas da como resultado $130,320.00 (ciento treinta mil trescientos veinte pesos 00/100 moneda nacional); y el asunto se refiere a la determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones; por tanto, en contra de la resolución que se combate procedía agotar el recurso de apelación.
Por lo que en el caso concreto resulta aplicable la máxima de que, en donde la ley no distingue, no cabe distinguir, ya que, como se dijo, el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí no establece ninguna limitante en el sentido de que el recurso de apelación únicamente proceda respecto de sentencias en que se analice la pretensión material del actor y, en esa medida, no cabía hacer una interpretación distinta al respecto y mucho menos comparando el recurso de apelación con el diverso de revisión previsto, incluso, en ordenamientos legales distintos al aplicable.

Por lo que en el caso concreto tampoco resultan aplicables las tesis citadas por la responsable de rubros: “RECURSO DE REVISIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES IMPROCEDENTE EN AQUELLOS CASOS EN QUE EL VICIO QUE ORIGINÓ LA NULIDAD DEL ACTO IMPUGNADO DEBE SER SUBSANADO POR LA AUTORIDAD DEMANDADA COMO CONDICIÓN PARA EMITIR UN PRONUNCIAMIENTO DE FONDO” y “REVISIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA. EL RECURSO ES IMPROCEDENTE EN CONTRA DE LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN APELACIÓN POR EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL (ACTUALMENTE CIUDAD DE MÉXICO) QUE NO SEAN DEFINITIVAS, POR NO RESOLVER EL JUICIO EN LO PRINCIPAL O NO DARLO POR CONCLUIDO.”; ya que, como se dijo, analizan recursos de naturaleza diferente al de apelación que nos ocupa.
Sin que obste que los recursos de revisión aludidos tengan un esquema procesal similar al de apelación que nos ocupa, pues lo cierto es que ambos recursos son sustancialmente distintos.
En efecto como bien señala la quejosa, el recurso de revisión previsto por el artículo 63 de la Ley federal del Procedimiento Contencioso Administrativo y el diverso de revisión contenciosa administrativa, prevista en el artículo 140 de la abrogada ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal a que se alude en la sentencia que nos ocupa, son recursos extraordinarios exclusivos de las autoridades demandadas, de donde se entiende la necesidad de que se combatan “resoluciones definitivas” pues una determinación en la que no se resuelve la pretensión material del actor en nada les perjudica.

Sin embargo, el recurso de apelación que nos ocupa es de naturaleza diferente ya que este puede ser interpuesto por cualquiera de las partes y, en esa medida, cuando –como en el asunto que nos ocupa- quien recurre es la parte actora, resulta procedente dicho recurso incluso de aquellas resoluciones que declaren una nulidad para efectos pues lo cierto es que la recurrente busca un mayor beneficio.

Por tanto al ser contrario a derecho que la autoridad responsable determinara la improcedencia del recurso de apelación de que se trata basándose en cuestiones que únicamente son aplicables a recursos de naturaleza distinta, como son los de revisión fiscal y revisión contenciosa administrativa, con ello se dejó en estado de indefensión a la parte quejosa vulnerando sus derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica previstos en los artículos 14 y 16 de Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

De consiguiente, al ser fundado dicho concepto de violación hecho valer, se impone conceder el amparo solicitado, para el efecto de que la responsable:
Deje insubsistente la sentencia reclamada y dicte otra en la que se abstenga de considerar improcedente el recurso de apelación por el solo hecho de no existir una resolución que resuelva el fondo de la cuestión planteada y; proceda a resolver lo conducente.
Ahora bien, ante el resultado obtenido no es jurídicamente posible atender ya los diversos conceptos de violación planteados en que se combaten los argumentos de la sentencia de primera instancia en la medida de que en la reclamada se estableció que quedaba firme la recurrida; sin embargo dicho fallo de primer grado se encuentra aún sub júdice, dado el sentido de esta ejecutoria pues aún no se resuelve lo conducente respecto al recurso de apelación planteado en su contra; por las mismas razones no es posible el análisis de la constitucionalidad de las normas generales a que se alude, dado que no existe aún esa resolución definitiva que haga procedente el estudio respectivo.

Con fundamento en el artículo 192 de la Ley de Amparo, requiérase a la autoridad responsable para que cumpla con la ejecutoria dentro del plazo de tres días, apercibida que de no hacerlo así, sin causa justificada, se le impondrá una multa equivalente a cien unidades de medida y actualización, de conformidad con los numerales 238 y 258 de la misma Ley, en relación con el dispositivo Tercero Transitorio del Decreto por el que se declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de desindexación del salario mínimo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de enero de dos mil dieciséis; y que, asimismo, se remitirá el expediente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para seguir el trámite de inejecución, que puede culminar con la separación de su puesto y su consignación.

Por lo expuesto y fundado; se,

(…) “

OCTAVO.- Materia de cumplimiento del amparo directo. De conformidad con el artículo 192 de la Ley de Amparo,
 esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa (como autoridad responsable) está supeditada a la determinación del juicio constitucional y, por tanto, obligada a su puntual e inmediato cumplimiento consecuentemente, se acata en sus términos la ejecutoria emitida en el juicio de amparo directo 472/2021 del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito en esta Ciudad, promovido por **********en el entendido que este Ad quem dejó insubsistente la sentencia de diez de junio de dos mil veintiuno, emitida en el presente toca, tal como se ordenó en dicho fallo protector.

Así pues como se adelantó el Tribunal de Control Constitucional concedió el amparo y protección de la Justicia Federal a la persona moral de marras para los siguientes efectos:
“Deje insubsistente la sentencia reclamada y dicte otra en la que se abstenga de considerar improcedente el recurso de apelación por el solo hecho de no existir una resolución que resuelva el fondo de la cuestión planteada y; proceda a resolver lo conducente.”
NOVENO. Estudio. Por cuestión de método, los dos motivos de agravio señalados como PRIMERO y SEGUNDO en el escrito de apelación se estudian en forma conjunta en atención a la estrecha relación que guardan entre sí
, ya que ambos se encaminan a combatir los efectos decretados en la sentencia dejada insubsistente, mismos que en síntesis hacen valer lo siguiente:
· Que los efectos de la nulidad decretada en la sentencia recurrida no son los correctos, pues el acto impugnado es la determinación de un crédito fiscal, el cual nace del ejercicio de una facultad discrecional de la autoridad demandada, para comprobar que los contribuyentes han cumplido con las disposiciones fiscales, por lo que, si se declara la nulidad de la resolución no se puede obligar a la autoridad administrativa a que dicte nueva resolución, pero tampoco se le puede impedir.
· Por lo que al declararse la nulidad del acto combatido, en todo caso se debió dejar a salvo los derechos de la autoridad, para en caso de que así lo considere, emitiera un nuevo acto. Y que ante la discrecionalidad que la ley les otorga a las autoridades para decidir si deben obrar o abstenerse, no es dable para el Tribunal sustituir a la demandada en la apreciación de las circunstancias y en la oportunidad para actuar, pues ellos podría perjudicar al administrado en lugar de beneficiarlo.
· Que el acto impugnado carece de fundamentación y motivación para determinar el valor catastral del inmueble, que es la base para la determinación del tributo.
· Que la determinación del valor catastral, que es la base gravable de los impuestos y contribuciones determinados en el crédito fiscal emitido por la autoridad, al no haber sido elaborado con los lineamientos técnicos, normas técnicas y manual expedido y publicado por las autoridades catastrales y registrales, presenta una ausencia de fundamentación y motivación. 
· Por lo que el monto determinado en el crédito es ilegal ya que no se justifica, fundamenta ni motiva, ni las formulas empleadas, metodología, mecánica ni calculo.
A juicio de esta Sala Superior, los agravios que en este acto se estudian, son parcialmente fundados, y de conformidad con lo dispuesto por el quinto párrafo del artículo 156 del Código Procesal Administrativo
, resultan suficientes para modificar la sentencia recurrida; por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación:

En primer término, debe precisarse que al acto impugnado en el juicio de origen, lo constituye la resolución de cuatro de febrero de dos mil veinte
, en la que se determinó un crédito fiscal por concepto de Impuesto Predial más accesorios correspondiente a ejercicios fiscales dieciocho y diecinueve a cargo de la parte actora aquí apelante, en uso de las facultades discrecionales de la autoridad demandada Tesorería Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Ahora bien, los artículos 164 fracción V, 165 fracción II y 167 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 
Asimismo, ha sido criterio reiterado de nuestros Tribunales Federales que conforme a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional
, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 

Disposición constitucional que al resultar aplicable a todo acto de autoridad, resulta también exigible a las resoluciones determinantes de créditos fiscales que realizan las autoridades en materia de pago de impuestos, como lo constituye en el caso que nos ocupa, la contribución del predial.
En este sentido, dichas actuaciones no podrían dejar de ser consideradas como actos de autoridad con las características propias de un acto administrativo, máxime cuando a través de ellas se efectúa el cobro de derechos tributarios, respecto de las cuales, los particulares en su carácter de sujetos pasivos de una relación tributaria, si bien tienen la obligación de pago, también lo es que éste debe realizarse conforme a las disposiciones contenidas en las leyes respectivas; particularmente respecto de la obligación constitucional y legal que tienen las autoridades de que sus actuaciones se encuentren debidamente fundadas y motivadas como ha sido señalado con anterioridad, sirviendo de apoyo a lo expuesto, el siguiente criterio jurisprudencial:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”

En ese orden de ideas, en el cálculo del impuesto, la autoridad fiscal debe exponer en forma detallada el procedimiento que siguió para determinar su cuantía ante la omisión de pago vinculada al cumplimiento de una obligación del particular, lo que implica que además de especificar la forma en que llevó a cabo las operaciones aritméticas aplicables, detalle claramente las fuentes de las que derivaron los datos necesarios para realizar tales operaciones, esto es, el valor catastral del inmueble que consigne la base gravable y la tasa aplicable que se hubiese impuesto, de manera que se genere certidumbre en el gobernado sobre la forma en que se obtuvo el importe correspondiente. 
En ese tenor, conforme al artículo 19 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí
, para determinar el impuesto predial, se debe calcular con el valor catastral del inmueble, el cual se determina de acuerdo a lo establecido en la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí y para efecto de fijar la tasa aplicable será lo que se determine anualmente en la Ley de Ingresos de cada Municipio. 

Por lo tanto, a la luz de estas consideraciones, es correcto lo establecido por la Segunda Sala Unitaria, respecto a que existe una insuficiente fundamentación y motivación de uno de los elementos del tributo
 (base gravable), ya que la autoridad emisora al determinar el valor catastral del inmueble, que constituye la base gravable del Impuesto Predial: a) no cita el fundamento legal ni el apartado específico de las Tablas de Valores Unitarios que fueron utilizados; b) no especifica el valor catastral utilizado para cada ejercicio determinado, c) la extensión territorial del inmueble y d) el valor por metro cuadrado.
En consecuencia, es dable resolver, que ante la indebida fundamentación y motivación del acto impugnado, en términos del artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, éste se torna ilegal, y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del citado Código, resulta procedente declarar la Nulidad lisa y llana de la resolución identificada con el crédito fiscal número ********** de cuatro de febrero de dos mil veinte. 

A continuación se transcriben los dispositivos legales invocados:
“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;

III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada;

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y

V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades.

La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

“ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.

En los juicios en que se reclame la indemnización en los términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la sentencia se determinará, en su caso, la existencia de responsabilidad patrimonial a cargo de la entidad demandada, y el derecho del reclamante a la indemnización, fijándose el monto que ha de pagarse, conforme a los lineamientos de esa Ley.”

Los preceptos legales transcritos regulan las causas que dan lugar a la declaración de ilegalidad de la resolución impugnada en un juicio contencioso administrativo, así como la nulidad correspondiente a cada una de ellas, la forma o términos en que la autoridad que emite el acto reclamado debe proceder.

Así, el numeral 251 antes transcrito establece, el sentido en que pueden emitirse las sentencias dictadas por el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa en los juicios, pues prevé que pueden reconocer la validez de la resolución o acto impugnado, o declarar su nulidad total o parcial, o bien para determinados efectos, o incluso declarar la nulidad y reconocer al actor ciertos derechos, así como emitir condenas, dependiendo, en este último caso, de las causas de ilegalidad que se hayan advertido.

Ahora bien, con base en el principio de congruencia y exhaustividad de las sentencia los efectos deben ser lo más claros posibles para que no se preste a ambigüedades.

En el caso la Segunda Sala Unitaria correctamente declaró la nulidad del acto administrativo, procediendo a dejarlo sin efecto legal alguno, con lo que se debe entender que jurídicamente declaro inexistente el crédito fiscal ********** de cuatro de febrero de dos mil veinte, por la cantidad de $262,072.89 (Doscientos sesenta y dos mil setenta y dos pesos 89/100 M.N.), por concepto de Impuesto Predial más accesorios correspondiente a ejercicios fiscales 2018 y 2019; sin embargo de la lectura de los efectos se advierte que ordenó se expidiera nuevamente la determinación del crédito fiscal en la que reiterara el contenido del mismo, únicamente con la salvedad de que en dicho crédito fiscal se le diera a conocer al actor la forma en que llevó a cabo la determinación del valor catastral, con independencia de los accesorios a que haya lugar.

Es decir, que citara el fundamento legal de las Tablas de Valores Unitarios que son utilizados para determinar el valor catastral del inmueble, el valor utilizado para cada ejercicio determinado, la extensión territorial del inmueble y el valor por metro cuadrado, todo ello para poder establecer el valor catastral del inmueble; dicha redacción hace que se entienda que la autoridad se encuentra obligada al procedimiento de cumplimiento de sentencia consistente en emitir un nuevo acto derivado del impugnado, cuestión que no concuerda con lo dispuesto por los artículos 167 y 251 primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En efecto en la teoría de las nulidades, tratándose de actos que son producto de las facultades discrecionales de la autoridad, como el que ahora nos ocupa (en el cual se menciona que se ejercieron facultades de comprobación de derechos fiscales omitidos), existen aquellas que resultan de la omisión a los requisitos de validez, lo que da lugar a declarar la invalidez del acto administrativo para que la autoridad en ejercicio de sus funciones discrecionales pueda o no emitir un nuevo acto, y en caso de que lo considere se deben precisar los lineamientos a cumplir para dotarlos de legalidad; en contraste, cuando se trata de la omisión de los elementos que le dan existencia al acto administrativo, la nulidad debe ser total, también conocida como lisa y llana, pues el acto queda sin efecto y no puede ser subsanable.

Al respecto resulta ilustrativo el criterio de Jurisprudencia con Registro digital: 163603, emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Tesis: XVI.1o.A.T. J/19 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXII, Octubre de 2010, página 2785, que a continuación se cita: 
“MULTAS DERIVADAS DE LA VERIFICACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES DE LOS CONTRIBUYENTES. SU NULIDAD POR VICIOS FORMALES DEBE SER LISA Y LLANA, AL HABERSE ORIGINADO CON MOTIVO DEL EJERCICIO DE FACULTADES DISCRECIONALES DE LA AUTORIDAD. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 158/2005-SS, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 149/2005, de rubro: "MULTAS FISCALES QUE NO CUMPLEN CON LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBE ATENDERSE A LA GÉNESIS DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA Y DECRETAR LA NULIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 239, FRACCIÓN III, Y ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, POR DERIVAR AQUÉLLAS DEL EJERCICIO DE FACULTADES DISCRECIONALES.", consultable en el Tomo XXII, diciembre de 2005, página 366, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, reiteró lo considerado por el Pleno del propio Alto Tribunal en la diversa contradicción de tesis 2/97, en el sentido de que para determinar cuándo la sentencia de nulidad obliga a la autoridad administrativa a dictar una nueva resolución y cuándo no debe tener tales efectos, debe acudirse a la génesis de la resolución impugnada para saber si se originó con motivo de un trámite o procedimiento de pronunciamiento forzoso o con motivo del ejercicio de una facultad discrecional. Así, en el primer caso, la reparación de la violación no se colma con la simple declaración de nulidad, sino que es preciso que se obligue a la autoridad a dictar otra para no dejar incierta la situación jurídica del administrado. En cambio, en el segundo, si el tribunal declara la nulidad de la resolución no puede, válidamente, obligar a la autoridad administrativa a que dicte nueva resolución ante la discrecionalidad que la ley le otorga para decidir si debe obrar o debe abstenerse y para determinar cuándo y cómo debe hacerlo, pues ello perjudicaría al administrado en vez de beneficiarlo, al obligar a la autoridad a actuar cuando ésta pudiera abstenerse de hacerlo, pero tampoco puede impedir que la autoridad administrativa pronuncie nueva resolución porque, con tal efecto, le estaría coartando su poder de elección. En esa virtud, la nulidad por vicios formales de las multas derivadas de la verificación del cumplimiento de obligaciones fiscales de los contribuyentes, al haberse originado con motivo del ejercicio de facultades discrecionales de la autoridad, pues no provienen de una instancia, recurso o petición del gobernado, es decir, de un trámite o procedimiento de pronunciamiento forzoso, debe ser lisa y llana, como lo estatuye la fracción II del artículo 52 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.”
También sirve de apoyo la tesis aislada numero P. XXXIV/2007, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 170684, Novena Época, consultable en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVI, de diciembre de dos mil siete, página 26, que continuación se cita:

“NULIDAD ABSOLUTA Y NULIDAD PARA EFECTOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU ALCANCE DEPENDE DE LA NATURALEZA DE LA RESOLUCIÓN ANULADA Y DE LOS VICIOS QUE ORIGINARON LA ANULACIÓN. La nulidad, entendida en un sentido amplio, es la consecuencia de una declaración jurisdiccional que priva de todo valor a los actos carentes de los requisitos de forma o fondo que marca la ley o que se han originado en un procedimiento viciado. Ahora bien, la ley contempla dos clases de nulidad: la absoluta, calificada en la práctica jurisdiccional como lisa y llana, que puede deberse a vicios de fondo, forma, procedimiento o, incluso, a la falta de competencia, y la nulidad para efectos, que normalmente ocurre en los casos en que el fallo impugnado se emitió al resolver un recurso administrativo; si se violó el procedimiento la resolución debe anularse, la autoridad quedará vinculada a subsanar la irregularidad procesal y a emitir una nueva; cuando el motivo de la nulidad fue una deficiencia formal, por ejemplo, la ausencia de fundamentación y motivación, la autoridad queda constreñida a dictar una nueva resolución fundada y motivada. En esa virtud, la nulidad lisa y llana coincide con la nulidad para efectos en la aniquilación total, la desaparición en el orden jurídico de la resolución o acto impugnado, independientemente de la causa específica que haya originado ese pronunciamiento, pero también existen diferencias, según sea la causa de anulación, por ejemplo, en la nulidad lisa y llana la resolución o acto quedan nulificados y no existe la obligación de emitir una nueva resolución en los casos en que no exista autoridad competente, no existan fundamentos ni motivos que puedan sustentarla o que existiendo se hayan extinguido las facultades de la autoridad competente; sin embargo, habrá supuestos en los que la determinación de nulidad lisa y llana, que aunque no constriñe a la autoridad tampoco le impedirá a la que sí es competente que emita la resolución correspondiente o subsane el vicio que dio motivo a la nulidad, ya que en estas hipótesis no existe cosa juzgada sobre el problema de fondo del debate, es decir, solamente la nulidad absoluta o lisa y llana que se dicta estudiando el fondo del asunto es la que impide dictar una nueva resolución, pues ya existirá cosa juzgada sobre los problemas de fondo debatidos.”

Por lo que, al resultar parcialmente fundados los motivos de agravio los cuales con fundamento en el artículo 156 del Código Procesal Administrativo del Estado, son suficientes para modificar la resolución impugnada, para determinar la nulidad de la resolución en la que se determina el crédito fiscal ********** de cuatro de febrero de dos mil veinte, por la cantidad total de $262,072.89 (Doscientos sesenta y dos mil setenta y dos pesos 89/100 M.N.), por concepto de Impuesto Predial más accesorios correspondiente a ejercicios fiscales 2018 y 2019, emitido por el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mismo que derivó de un procedimiento oficioso iniciado con motivo de facultades discrecionales, el cual ha quedado sin efecto legal alguno; sin que ello impida a la autoridad, según sus facultades discrecionales, iniciar algún nuevo procedimiento de revisión, ni tampoco que pueda ser conminada a través del procedimiento de cumplimiento de sentencia, ni impedírsele actuar en uno u otro sentido. 

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad lisa y llana del acto impugnado en el juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito de apelación, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Refuerza lo anterior, la jurisprudencia, cuyo texto señala lo siguiente:
"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la Licenciada Verónica Tapia Hernández para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en el artículo 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en cumplimiento a lo determinado en la ejecutoria de amparo de conformidad con el párrafo primero del artículo 192 de la Ley de Amparo, es de resolverse y se:
RESUELVE
PRIMERO. En estricto acatamiento a la ejecutoria de amparo de veintisiete de enero de dos mil veintidós dictada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito en el amparo directo 472/2021; se MODIFICA la sentencia de veintiséis de noviembre de dos mil veintiuno, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa al resolver el juicio contencioso administrativo número 438/2020-2. 

SEGUNDO. Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución en la que se determina el crédito fiscal ********** de cuatro de febrero de dos mil veinte, por la cantidad total de $262,072.89 (Doscientos sesenta y dos mil setenta y dos pesos 89/100 M.N.), por concepto de Impuesto Predial más accesorios correspondiente a ejercicios fiscales 2018 y 2019, emitido por el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando OCTAVO de esta sentencia.

Notifíquese con testimonio de la presente resolución al Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, sobre el cumplimiento de la ejecutoria de Amparo Directo Administrativo número 472/2021 para los efectos prescritos en el artículo 192 de la Ley de Amparo; igualmente con testimonio de esta resolución de manera personal al actor y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. 
(RÚBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Foja 127 de los autos del Juicio de Origen


� “ARTÍCULO 152….


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 12 y 13 del Toca


� Foja 16 del Toca


�“ARTÍCULO 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� Página 20 de la ejecutoria en cumplimiento.


� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� Registro digital: 2020000 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: (II Región) 1o.3 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 67, Junio de 2019, Tomo VI, página 5175 Tipo: Aislada


� Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Obra agregado a fojas 44 a 49 de los autos del juicio de origen.


� ARTÍCULO 219. …


Las personas morales serán representadas por quienes tengan el carácter de representantes legales, de acuerdo con sus escrituras constitutivas, o por medio de apoderados con poder bastante para comparecer a juicio en los términos de la legislación aplicable. …”


� ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


�“ARTÍCULO 40. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen. …”


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 178665 Instancia: Primera Sala Novena Época Materias(s): Común Tesis: 1a./J. 25/2005 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 576 Tipo: Jurisprudencia “PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.”


� � HYPERLINK "https://www.inegi.org.mx/temas/uma/" �https://www.inegi.org.mx/temas/uma/�





� “Artículo 192. Las ejecutorias de amparo deben ser puntualmente cumplidas. Al efecto, cuando cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, la jueza o el juez de distrito o el tribunal colegiado de apelación, si se trata de amparo indirecto, o el tribunal colegiado de circuito, tratándose de amparo directo, la notificarán sin demora a las partes. …”


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� ARTÍCULO 156. …


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el c aso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. …”


� Fojas 31 a 37 del Juicio de Origen.


� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:…


V. Estar fundado y motivado;…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;…


ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.


El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá subsanarse, sin perjuicio de que pueda expedirse otro acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.


En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que lo hubiere emitido u ordenado.”


� Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


�Tesis de Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable de acuerdo a los datos y rubro siguientes: Séptima Época, Registro: 394216, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 260, Página: 175.


� Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43 


�ARTÍCULO 19. El impuesto se causará sobre el valor catastral del inmueble determinado de acuerdo a lo establecido en la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; y la tasa del impuesto será la que se determine anualmente en la Ley de Ingresos de cada Municipio para cada tipo de predio, a saber:


(…)


�Elementos del Impuesto Predial: tiene por objeto la propiedad o posesión de predios, que comprenden tanto la tierra, como las construcciones y mejoras sobre ella existentes, y como sujeto de dicho impuesto, a los propietarios o poseedores de bienes, el cual se causará sobre el valor catastral del inmueble determinado de acuerdo a lo establecido en la Ley del Registro Público de la Propiedad y de  Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí (Base gravable); y la tasa del impuesto será la que se determine anualmente en la Ley de Ingresos de cada Municipio para cada tipo de predio.


�Registro digital: 193430, 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647.


� ARTÍCULO 22 BIS.- Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales”, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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